
4 B LA NACION. martes 6 de agor.lo de 197' 

La legalidad y la ·moralidad 
de la administración pública 

Jorge Enrique RonÍero Pére:& 

1. .- La actuación de la Administración Pú­
blica debe estar sometida a Jos principios de "le­
~alidad y 'de moralidad administrativa". Dentro de 
Jos cánones de un. ''Estado de Derecho", tales prln­
•iplos juegan un papel estratégico en la legitimidad 
del .funcionamiento y de Ja existencia misma de la 
maquinaria gubernamentaJ. · 

2. - A propósito del cucstionamiento, a que 
debe estar sometido el Estado siempre, nos referi­
remos a las leyes N9 4864, de 19 de octubre de 1971; 
y, a la N9 550!, del 28 de marzo del año en curso. 

3. - Estas Jeyes están lntimamente ligadas 
tanto al principio de la legalidad ccm10 al de la 
moralidad administrativa, a la vez que se refieren 
a los contratos públi.cos administrativos de '1obra 
pública". 

4. - EsenciaJtnente, nos situaremos en un pun­
to medular: el. pape) fiscalizador de la Contralo­
rla General de Ja República, •I cual se remitió el 
rditótial de La Nación, del jueves 19 de agosto de 
este aüo. • 

5. - El articulo 29 de la ley N9 4864, del 19 de 
octubre de 1971, en EU párrafo segundo y final, 
mandaba Jo siguiente: 

"A Ja entidad contratante le corresponderá 
"""'- dar el visto bupno, previa aprobación de la 

Contr~loría. General de la República, para 
rfectos de] roFrespondiente reconocimiento a 
la empresa" (el subrayado es nuestro). 

Es decir, que el reajuste de precios del contra­
to de obra pública, para efectuarse deberla contar 
con el visto bueno de la Contralorla: de la auto­
rización contraJora. Esto está claro, ya que ese rea­
juste de precios implica un gasto de fondos públi­
cos. 

8. - Esta ley N' 4864, respond la al proble­
'VlB inflacionario del pais, en relación con los con­
trato• de· obra pl)blica adjudicados. Como Jo PX­
¡:resaba su art. 19: 

11Cuantlo por: aumentos de impuestos, varia­
ciones en materia monetaria originadas -en el 
establecimiento de recargos cambiarlos o al­
zas del tipo de cambio del ~olón, imposici'ón 
de ·cuotas de importación y alzas de salarios.. 
no constiluiqas por las fijaciones periódicas 

~qué por Jey han de hacerse, se . produjere un· 
aumc•nto en el valor de una obra contratada 
o a -ejecutar por. una empresa constructora 
nacional o personas ffsfcas coMarricenses, pa­
ra el Estado o sus instituciones autónomas o 
scmim1'ónomas tal dif~rencla J?.n el valor 
se1·á reconocid~ por el Estado o' las dichas 
instituciones a la empresa· constructora o 
persona contratante, sir.mpr., que la cantrata­
ción se origine en oferta presentada con an­
terioridad a la promulgación de la respectiva 
]('y, dc<.'reto o disposición ql!e haya causado 
tal variante" (el st>brayado es nuestro). 

7. - En resumen: el pago J?Or reajuste de pre­
cio· al. contratista público procede en los contratos 
de obra pública, mediante Ja autorización correspoI:>­
diente de Ja Contralorla General de la República. 
Por esta razón, este orgahismo contralor emitió una 
circular, con fecha de. !9 de agosto de 1973, en la 
cua) indicaba Ja• reglas a que se deblan someter los 
que deseaban beneficiarse con tal reajuste de pre­
cios. 

8. - Hasta aqul Ja situación respondla a los 
cri'terios del Art. 183 de la Constitución Polltica, 
que dice: · 

"'Art. !83. - La Coutralorla General de la 
República es una institución auxiliar de la 
Asamblea Legislativa en Ja vigilanei& de Ja 
Jlarienda rública; pero tiene absoluta lnde­
pcndcnciQ funcional y adminl'strativa en el 
desempeño dé sus labores" (párrafo prime­

. ro: el subrayado es nuestro). 
La Con1ra)orfa ejerce un control de legalidad, 

esencialmente, sobre la actuación de ia Adminis­
tración Pública; Jo cual no obsta. para que -even­
tna1mcnte y en el caso esjJecificcr- lleve a eabo 
una fisc~Jiza<.'ión sobre la moraJidad administra1i­
va y sobre Ja conven.i'encia y la oportunidad de los 
actos administrativos. Lo contt·ario set·fa negar 1a 
médula de este contralor jerárquico impropio. A es­
te respecto, resulta conveniente recordar el ensayo 
escrito por José B. Acuña, en Ja _revista 111Ana1es 
Universitarios" N9 1, de Julio de !930, págs. 14 a 
2H, •iendo alumno del 5<' año de Derecho), sobr1> 
.. La Jnstit.ueióu del Contr.ol" y hacer mención del 

fnleresantl' editorial d~· La Nación ya citado. 
8. - Los fondos de la comunidad, las inve1·sio­

nes pública•, deben estar bajo l~ f~scallzación de la 
Contralorfa General de la Repubhca; asl lo ame­
ritan y •·equieren los principios legales a los que 
re.pande, cn"un• "Estado Je Derecho", la entidad d\I 
control sobre .Ja Hacienda Pú bljca. 

D. - Ahora bien:. ¿qué v,ino a configurar la ley 
N9 5501 del 28 de marzo de 1974? 

Fundamentalmente esto: los reajustes de pre­
cios de Jos contratos de obra pública se convienen 
entre la Administración Pjjblica y el respectivo con­
tratista sin la intervención o autorización_ que mnn­
daba la ley (ya ·derogada por esta Nl"55lll) N9 4864 
mencionada. t . 

Esto es inaceptable. 

¿Por qué se hizo a un lado la fiscalización de 
la ContraJorla en esta materia ele reajuste de pre­
cios? ¿FIJr qué si en la Constitución ,Polltica de 
1949 se plasma una rf'acción contra Jos argumcn .. 
lado~ "desmanes del Poder Ejecutivo" de Ja décocla 
de Jos 40, ahora se evade el control de la institu­
ción fiscalizadora? En materia de fondos públicos Jos. 
Contro1es son necesarios Y convenientes, ya que los 
luncionarios y empicados públicos son meros ad-

• ministradores del erario púbJico. 
10. - En materia de contratos de dercch9 co­

mún o pri~·ados, las partes se ponen de acuerdo 
acerca de] contenido, naturaJeza y al<.'an<.'es de su 
ne!f;ocio; pero, cuando se trata ~e ·con.tratos de. de­
recho púlJJico, en los cu-alcs esta en ¡uego eJ mte­
rés general, se hace imprescindible la f!scal!zac!~n de 
ta1e!': convenios. En nuestro país, esta f1scal1zac10n 1 ·la 
reaJiza Já Contra1orfa, como se sabe. 

11. :._ Cabalmente, todos estos problemas de la 
~'estión admini"strativa, se hacen posibles, en pal'te. 
por 1a ausencia de un .código admi_nistrá~vo, d_e una 
ley de procedimiento admil>istrativo y de una ley 
de contratos del Estado. Este panorama lleno de la­
gunas jurldicas favorece eJ empiri"1llo adm1J?.istrati­
yo y una acción estatal que puede. convertirse en 
arbitraria, irracional y lesiva a los intereses de los 
administridores, de los ciudadanos. 

12. - Por las -anteriores consideraciones esUma­
mos que esta ley N9 5501, de 28 de marzo de 1974, 
debe ser reformada en el sentido de subordinar los 
reajustes de precios de los contratos de obt·a públiea 
a la autori'zación de la Contralor!a General de la 
República. De no ser esto reformado, existe el pe­
Jig¡:o de que dichos reajustes de precios puedan ser 
ilegeles e improcedentes, dado que no cuentan con 
la fiscalización técnica, jurfdica y moral c¡ue ejerce 
la Contralorla. 

13. - Th fin: ¿por qué la ley N9 5501 se emi­
tió con d propósito deliberado de eliminar la fis­
calización de la ContraJorla (que si mandaba la de­
rogada ley N9 4864) en punto al pago de lo• lla­
mados ''reajustes de precios" de los contratos. de 
obra pública? 
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